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Radicación Nro. :

66001-31-05-001-2009-00394-01

Proceso:


ORDINARIO LABORAL 

Providencia: 


SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Tema:
La jurisdicción contencioso administrativa, en materia ejecutiva solo conoce de los procesos de ese tipo, en tanto se traten de hacer efectivas condenas impuestas por esa misma jurisdicción, de donde emerge que en casos como el presente, en el cual se reclaman unos intereses derivados del pago tardío de una prestación social, originada en una relación laboral, y en vista de que dicha ejecución no corresponde a otra autoridad, es la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral la llamada a dirimir el conflicto presentado.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, diciembre siete de dos mil nueve 
Acta número 0130 del 7 de diciembre de 2009
En la fecha, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal procede a resolver sobre el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de los demandantes, contra el auto de julio 8 de 2009, que rechazó de plano el mandamiento de pago solicitado dentro del proceso ejecutivo laboral en el cual son demandantes los señores Francisco Javier Cortez Hincapié, Gerardo Cardona Medina, Hugo Alberto Morales Franco, Luz Amparo Romero Agudelo y María Esnelia González Espinosa  y accionados La Nación, Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, proveniente del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira.

ANTECEDENTES
Los demandantes, actuando por intermedio de apoderada judicial, solicitaron al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira que librara mandamiento de pago ejecutivo por los intereses corrientes, moratorios y la indemnización correspondiente, por el retardo en el pago de las cesantías parciales y/o definitivas, reconocidas por medio de las Resoluciones 347 del 11 de septiembre de 2007, 407 del 18 de julio de 2008, 265 del 17 de marzo de 2008, 451 del 22 de noviembre de 2007 y 251 del 17 de julio de 2007, respectivamente, así como por las costas procesales.
Mediante auto del 8 de julio del año 2009, fl. 64, el Juzgado rechazó de plano el mandamiento de pago solicitado, para lo cual manifestó su falta de jurisdicción y competencia, al tenor del artículo 2° numeral 1° del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.        

Los demandantes, a través de su apoderada judicial, presentaron recurso de apelación contra el auto que rechazó el mentado mandamiento, fls. 67-69, manifestando que conforme al numeral 5° del artículo 2° del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, sí es competente la jurisdicción ordinaria para conocer sobre las relaciones laborales y prestacionales de los empleados públicos; agrega de acuerdo al numeral 7° del artículo 134B del Código Contencioso Administrativo, los jueces administrativos conocen en primera instancia de los procesos ejecutivos originados en condenas impuestas por la jurisdicción de lo contenciosos administrativo, lo cual confirma que la competente es la jurisdicción ordinaria laboral.  

CONSIDERACIONES:

Es posible proceder a revisar el auto recurrido, por cuanto el mismo se halla enlistado en los contenidos en el artículo 65 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, modificado por el 29 de la Ley 712 de 2001. 
El artículo 2º de la Ley 712 de 2001, que modificó el 2º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, establece en el ordinal 5º:

“Artículo. 2º. Modificado. L. 712/2001, art. 2º.Competencia general. La jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social conoce de:

…

5. La ejecución de obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del sistema de seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad. …” (Subrayado nuestro)
Por su parte, el artículo 100 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social indica:

“Artículo. 100. Procedimiento de la ejecución. Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una relación de trabajo …” (Subrayado nuestro)
Ahora, la competencia de los tribunales y de los jueces administrativos, entratándose de procesos ejecutivos, se encuentra reglada en los artículos 132 y 134B del Código Contencioso Administrativo, los cuales señalan:

“Artículo. 132. Modificado. L. 446/98, art. 40. Competencia de los tribunales administrativos en primera instancia. Los tribunales administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos:

…

7. De los procesos ejecutivos derivados de condenas impuestas por la jurisdicción contencioso administrativa, cuando la cuantía exceda de mil quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales.” (Subrayado nuestro)
“Artículo. 134B. Adicionado. L. 446/98, art. 42. Competencia de los jueces administrativos en primera instancia. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos:

…

7. De los procesos ejecutivos originados en condenas impuestas por la jurisdicción contencioso administrativa, cuando la cuantía no exceda de mil quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales.” (Subrayado nuestro)
Como se puede decantar claramente de las normas citadas, la jurisdicción contencioso administrativa, en materia ejecutiva solo conoce de los procesos de ese tipo, en tanto se traten de hacer efectivas condenas impuestas por esa misma jurisdicción, de donde emerge diafanamente que en casos como el presente, en el cual se reclaman unos intereses derivados del pago tardío de una prestación social, originada en una relación laboral, y en vista de que dicha ejecución no corresponde a otra autoridad, es la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral, la llamada a dirimir el conflicto presentado.
De acuerdo a lo visto y sin necesidad de mayores elucubraciones, se impone la revocatoria de la providencia apelada en todas sus partes. 

Conforme a lo analizado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, REVOCA el auto que por apelación ha conocido, DECLARANDO que el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira es competente para conocer de la ejecución adelantada por los señores Francisco Javier Cortez Hincapié, Gerardo Cardona Medina, Hugo Alberto Morales Franco, Luz Amparo Romero Agudelo y María Esnelia González Espinosa  en contra de La Nación, Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; por lo tanto, se ORDENA remitir el expediente al Despacho de origen para que resuelva sobre el mandamiento de pago solicitado. Costas en el recurso no se causaron. 



Notifíquese y Cúmplase 



Los Magistrados,
HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En vacaciones

CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE

Secretaria
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